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León, Guanajuato, a 31 treinta y uno de enero del año 2011 dos mil once. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   
V i s t o s  para resolver los autos del proceso administrativo identificado con el número 064/2010-JN, promovido por el ciudadano Oscar Eduardo Ramírez López; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que el ciudadano Oscar Eduardo Ramírez López tuvo conocimiento de los actos impugnados; ya que señala que de la orden de inspección fue el 22 veintidós de enero del año próximo pasado; de la visita de inspección el 25 veinticinco de ese mismo mes; en tanto que de la orden de clausura y su ejecución, el 9 nueve de febrero; sin que de las constancias que integran la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia de los actos impugnados, consistentes en la orden de inspección número VO./008/2010-1, de fecha 22 veintidós de enero del 2010 dos mil diez; el acta de inspección relativa a dicha orden, realizada el 25 veinticinco de ese mes y año, al inmueble propiedad del actor ubicado en la Colonia Rivera de la Presa de esta ciudad; la orden de clausura dictada en el mismo expediente de fecha 5 cinco de febrero del año próximo pasado; y, su ejecución efectuada el día 9 nueve de ese mismo mes y año; se encuentran acreditada en autos con los originales de la orden de visita, como de la de clausura, y con las copias al carbón del acta de la visita de inspección y del acta de la ejecución de la clausura; documentos que fueron ofrecidos y admitidos como prueba al actor (visibles en copia certificada a fojas 11 once, 13 trece a la 17 diecisiete, 19 diecinueve y 22 veintidós y 23 veintitrés del expediente del presente proceso); las que merecen pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; al ser emitidos por el Director de Regulación y Cumplimiento Ambiental y los inspectores adscritos a la Dirección General de Medio Ambiente Sustentable, autoridades demandadas en el ejercicio de sus funciones públicas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                                        

Del escrito de demanda y de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que el Director de Regulación y Cumplimiento Ambiental, con fecha 22 veintidós de enero del 2010 dos mil diez, dictó la orden de inspección número VO/008/2010, al inmueble propiedad del actor ubicado en la prolongación del Boulevard Ignacio Allende, de la colonia Rivera de la Presa, de esta ciudad; con el objeto de verificar que no se contravengan disposiciones legales ambientales, relativas al manejo, acumulamiento disposición y recolección de cualquier tipo de residuos no peligrosos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Con fecha 25 veinticinco del mismo mes y año, se llevó a cabo la visita de inspección, por parte del inspector Gilberto Badillo Esparza; en la que se advirtió en el inmueble visitado, la existencia de 140 m3 ciento cuarenta metros cúbicos de despalme y tierra vegetal; lo que sirvió de base para que posteriormente, con fecha 5 cinco de febrero de 2010 dos mil diez, el Director de Regulación y Cumplimiento Ambiental, acordara imponer como medida de seguridad la clausura temporal del predio, emitiendo al efecto la orden de clausura correspondiente la que se cumplimento el día 9 nueve del mismo mes y año. . . . 

Actos que el impetrante del proceso considera ilegales, porque estima que las autoridades demandadas carecen de facultades para tramitar el procedimiento incoado en su perjuicio y también para ordenar la clausura e intervenir en predios de particulares, por no ser aplicables los preceptos aplicados y por no darse el supuesto legal en el caso concreto, para ordenar la clausura; constituyendo tales aspectos los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En la presente causa administrativa, las autoridades demandadas hacen valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en relación con el artículo 265 fracción VII del mismo ordenamiento, al referir que en lo esencial, no expresa ningún agravio. . . . . . . . .  

No se actualiza la causal de improcedencia que se plantea; en razón de que el actor sí planteó conceptos de impugnación en su escrito de demanda; los que deben analizarse al resolverse la cuestión de fondo del asunto, para determinar si los mismos son eficaces para los efectos pretendidos por el impetrante del proceso; razón por la que no puede afirmarse válidamente que no se hayan expresado conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por otra parte, este Juzgador estima que respecto del Director General de Medio Ambiente Sustentable demandado, se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del señalado Código de la materia, en razón de que el o los actos que se le atribuyen son inexistentes. . .  

En efecto, del análisis de las constancias que integran la presente causa administrativa, en especial los documentos donde consta el acto impugnado, se desprende que dicha autoridad demandada no emitió ninguno de los actos que se impugnan; toda vez que consta que tanto la orden de inspección como la de clausura fueron emitidas por el Director de Regulación y Cumplimiento Ambiental, y en las que no se encuentra acreditada la intervención del Director General en cita, ya que si bien es cierto, en la parte superior de dichos documentos se menciona a la Dirección General, también lo es que quien firma los mismos es el Director de Área; así como evidentemente tampoco intervino en la elaboración del acta de inspección y en la ejecución de clausura; derivando claramente, de lo antes razonado, la inexistencia del acto impugnado al referido Director General. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo anterior, al actualizarse la causal de improcedencia señalada, con sustento en lo establecido en la fracción II, del artículo 262, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se procede a sobreseer el presente proceso, respecto del acto impugnado al Director General de Medio Ambiente Sustentable. . . . . . . . . . . . . . . 


Asimismo, este Juzgador, considera también de manera oficiosa, que respecto de los actos impugnados consistentes en la orden de inspección número VO/008/2010-1, de fecha 22 veintidós de enero del 2010 dos mil diez y el acta de inspección realizada el 25 veinticinco de ese mes y año, al inmueble que refiere de su propiedad ubicado en la Colonia Rivera de la Presa de esta ciudad; se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del multireferido código aplicable; al no afectar aún dichos actos sus intereses jurídicos, conforme a lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Los artículos 206-A, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 251, fracción I, inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, señalan: . . 


“Artículo 206-A.- Los actos...” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el Presidente Municipal y por las dependencias y entidades de la administración pública municipal podrán ser impugnados optativamente ante los juzgados administrativos municipales..., cuando afecten intereses de los particulares…….”. 

“Artículo 251. Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:. . . . . . . . . . . . . . 

Tendrán el carácter de actor: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

a).- Los particulares que sean afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa; y…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Así las cosas, conforme a lo anterior, para accionar en materia administrativa, debe contarse necesariamente con un interés jurídico -al que la doctrina jurídica considera como el derecho subjetivo de carácter administrativo que, reconocido o protegido a favor de un particular, por un precepto jurídico contenido en la ley-, y que resulte afectado con un acto de autoridad. . . . . . . . . . 
Completando lo anterior, el Tratadista Manuel Lucero Espinosa en su obra “Teoría y Practica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal Fiscal de la Federación”, Cuarta Edición aumentada, Editorial Porrúa, en la página 48, define el Derecho subjetivo de carácter administrativo como: “Aquel que se encuentra establecido por una Ley, Decreto, Reglamento, Resolución, Contrato u otra disposición administrativa que regula la actividad de la autoridad administrativa y limita su poder.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo anterior, se concluye que en el proceso administrativo, el interés jurídico constituye un requisito de procedibilidad y que dicho interés se presenta cuando una autoridad administrativa, a través de un acto de carácter administrativo, le depara un perjuicio legal a un particular, afectando un derecho subjetivo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Luego entonces, en la presente causa administrativa, se actualiza la causal únicamente en contra de los actos señalados; en razón de que tales actos impugnados; la orden de inspección número VO/008/2010, de fecha 22 veintidós de enero del 2010 dos mil diez y el acta de inspección levantada el día 25 veinticinco de ese mismo mes y año, por el Inspector Gilberto Badillo Esparza; no causan aún afectación a los intereses jurídicos del actor, en virtud de que dichos actos, en un procedimiento administrativo, por regla general no son impugnables por sí mismos, ya que encuadran dentro de la categoría de instrumentales o procedimentales que sólo sirven para aportar los elementos necesarios para el dictado de una resolución final del procedimiento, en la que se finque o no una responsabilidad; por lo que una vez dictada la resolución, es cuando se presenta el momento de impugnar tanto la resolución, como la orden de visita y la propia visita de inspección, amén de las irregularidades que el visitado aprecie sobre el modo en que el procedimiento se haya tramitado, así como sobre la legalidad de todos y cada uno de los actos que lo originaron. . . . . . 

Así las cosas, es improcedente el presente proceso, al no verse afectados los intereses jurídicos del actor; toda vez que de las actuaciones y constancias que lo integran, no se desprende o se acredita, fehacientemente por un lado que, los actos impugnados por si solos, le afecten sus bienes o derechos subjetivos, puesto esto ocurre cuando se emita la resolución mediante la cual le atribuya alguna responsabilidad de carácter administrativo y que como consecuencia de ello, se le aplicara una sanción; por lo que entonces sí, el actor podría verse afectado en sus derechos o sus bienes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Al caso resulta, en lo conducente, aplicable el criterio del Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, contenido en la página 12 doce de la publicación intitulada “Criterios 2000-2008” del referido tribunal, el cual es del tenor siguiente:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

“ACTOS PROCEDIMENTALES, SOBRESEIMIENTO DEL JUICIO EN TRATANDOSE DE.- Si bien es cierto, en los artículos 57 y 58 de la Ley de Justicia Administrativa de Guanajuato, no se contempla como causal de improcedencia o sobreseimiento el entablar demanda contra actos que integran el procedimiento administrativo y en su artículo 18, fracción III, sólo se refiere a resoluciones definitivas en materia de responsabilidad administrativa; contra los actos que integran el procedimiento previo a la emisión del acto o resolución administrativas, se puede decretar una u otro con fundamento en el artículo 57, fracción I, de la ley de la Materia, al no afectar los intereses jurídicos del accionante, pues el acto así impugnado, no le ha lesionado aún ningún derecho que inclusive puede serle conferido o reconocido por la resolución que culmine con el procedimiento. (Resolución de 9 de agosto de 2000; Toca 28/00; Recurso de Reclamación promovido por el C. Lic. Andrés Guardado Santoyo). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo anteriormente expuesto, al quedar demostrado que en la presente causa administrativa, se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; resulta procedente sobreseer el proceso administrativo que se resuelve, en cuanto a la orden de inspección número VO/008/2010, de fecha 22 veintidós de enero del 2010 dos mil diez y el acta de inspección levantada el día 25 veinticinco de ese mismo mes y año, por el Inspector Gilberto Badillo Esparza, con sustento en lo establecido por el artículo 262, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa antes mencionado . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- No existiendo impedimento legal, se procede al análisis de los conceptos de impugnación expuestos por el actor, pero sólo respecto de los actos impugnados que quedan subsistentes, como lo son:  la orden de clausura dictada en el procedimiento administrativo, de fecha 5 cinco de febrero del presente año; y, la ejecución de la misma efectuada, el día 9 nueve de ese mismo mes, por los inspectores Federico Vicente Ávila Ramírez y Daniel García Ávila. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Hecha la precisión anterior, de los conceptos de impugnación (a los que llama agravios) esgrimidos por el actor, respecto de los actos impugnados que subsisten; este Juzgador se avocará al estudio de aquél que se considera trascendental para emitir la presente sentencia, como lo es el cuarto (visible a foja 8 ocho del presente expediente); sin necesidad de transcribir tal concepto, ni los restantes, de acuerdo con el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el señalado concepto de impugnación, el actor manifiesta que se vulnera en su perjuicio el artículo 132 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, por deficiente aplicación, refiriendo textualmente: “... por no existir en el caso concreto “el caso de riesgo inminente de desequilibrio ecológico o de daño al ambiente...”. . . . . . . . . . . . . . . . 


Por su parte, al contestar la demanda, las autoridades demandadas sólo refutaron transcribiendo el artículo 139  del reglamento de la materia, acerca de la sanción de clausura temporal o definitiva; pero sin advertir que la clausura impuesta en el expediente respectivo no se impuso como sanción, sino como medida de seguridad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .


Así las cosas, este Juzgador considera que es fundado dicho concepto de impugnación (agravio), dado que como lo refiere el justiciable se viola en su perjuicio lo dispuesto en el artículo 132 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, por su indebida interpretación y aplicación, lo que se traduce en una indebida motivación. . . . .  

En efecto, el ordenamiento legal en cita establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

           “ARTÍCULO 132.- En ejercicio de las acciones de vigilancia, la Dirección por conducto del cuerpo de inspección autorizado, está facultada, en caso de riesgo inminente de desequilibrio ecológico o de daño al ambiente, para decretar, a título de medida de seguridad, la retención de materiales o sustancias contaminantes, la clausura temporal, parcial o total de las fuentes contaminantes correspondientes, y promover ante la autoridad competente, en los términos de las leyes respectivas, algunas de las medidas de seguridad que en dichos ordenamientos establecen, para cuyo efecto se levantará acta de la diligencia observando las prevenciones establecidas para las inspecciones”. . . . . . 

De una correcta interpretación del dispositivo legal antes transcrito, se desprende que las medidas de seguridad, entre las que se encuentra la clausura de las fuentes contaminantes, se pueden decretar, únicamente en caso de presentarse dos supuestos, el primero de un riesgo inminente de desequilibrio ecológico o, el segundo, de un riesgo inminente de daño al ambiente, en donde por riesgo inminente se puede entender “aquel que resulte probable racionalmente que se materialice en un futuro inmediato” por lo que el Director de Regulación y Control Ambiental debió justificar y motivar acerca del porqué se estimo necesario llevar a cabo la clausura temporal como una medida de seguridad, exponiendo razonamientos del porqué considera que, por el hecho o la conducta atribuida al justiciable, existe un riesgo inminente de desequilibrio ecológico o daño al ambiente, lo que en la especie no se dio. . . . . . . . . . . . . . . . . .  
En efecto, en el acuerdo de fecha 5 cinco de febrero de 2010 dos mil diez, dictado dentro del expediente VO/008/2010, por el cual se ordenó la medida de seguridad, consistente en la clausura temporal del predio propiedad del actor, si bien es cierto que el Director de Regulación y Control Ambiental expone como motivo de la medida de seguridad: “…….por realizar actividades de disposición de despalme y tierra vegetal cielo abierto, provocando con ello contaminación visual a los ecosistemas de la zona……….” (lo subrayado es nuestro), cierto es también que no hace ningún razonamiento lógico-jurídico del porqué considera que la contaminación visual a que se refiere, cause un riesgo inminente de desequilibrio ecológico o de daño al ambiente, lo que resulta necesario para tener por debidamente fundada el ordenar la medida de seguridad, por lo que al no hacerlo así, trae como consecuencia que la orden de clausura número VO/008/2010-1, expedida con motivo del acuerdo antes citado, este indebidamente motivada, lo que constituye un vicio de carácter formal, al no cumplir con el elemento de validez previsto en la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Al respecto cabe precisar que por la debida motivación de un acto debe entenderse como las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Al caso resulta aplicable la tesis de Jurisprudencia siguiente: . . . . . . . . . . . . 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento." No. de Registro: 203,143. Jurisprudencia. Materia(s):Común. Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: III, Marzo de 1996. Tesis: VI. 2o. J/43. Página: 769. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es importante señalar que tanto el acuerdo como la orden de clausura emitidos, con fecha 5 cinco de febrero de 2010 dos mil diez, dentro del expediente administrativo VO/008/2010, son documentos públicos por ser expedidos por un servidor público en el ejercicio de sus funciones, como lo es el Director de Regulación y Cumplimiento Ambiental, por lo que ofrecidos y admitidos como prueba al actor, merecen pleno valor probatorio. . . . . . . . . . . . . .  

Así las cosas, al resultar fundado el cuarto concepto de impugnación esgrimido por el actor es dable concluir que, al encontrarse indebidamente motivado el acto impugnado consistente en la orden de clausura número VO/008/2010-1 emitida, dentro del expediente administrativo número VO/008/2010, de fecha 5 cinco de febrero del año 2010 dos mil diez; se actualiza la causal de nulidad prevista en la fracción II, del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; y procede decretar su nulidad total; así como también la nulidad total de la ejecución de la orden de clausura efectuada el día 9 nueve de ese mismo mes y año, por los inspectores Federico Vicente Ávila Ramírez y Daniel García Ávila; al ser dicho acto consecuencia jurídica de la orden anulada; y siguiendo el principio de derecho que establece que lo accesorio sigue la suerte de lo principal, por lo que el Director de Regulación y Control Ambiental, dentro de los 15 quince días siguientes a que cause ejecutoria la presente resolución, deberá ordenar el retiro de los sellos de clausura números 1571 mil quinientos setenta y uno a 1575 mil quinientos setenta y cinco. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por otra parte, a fin de no incurrir en violaciones procesales, se analiza el alegato que, respecto del cuarto agravio, hace uno de los autorizados de las autoridades demandadas, en donde dice: “En lo referente… el agravio expresado… es infundado e inoperante pues contrario a lo que manifiesta la parte recurrente, le corresponde a esta desvirtuar la presunción de legalidad del acto impugnado, pues mientras exista esta presunción, el acto combatido es legitimo…”, para concluir más adelante diciendo: “Aunado……los actores pasan por alto que el daño al ambiente se encuentra demostrado con las visitas de inspección con las que se demostró la existencia de elementos contaminantes…” 

Alegato que de ninguna manera crea convicción en quien resuelve, sobre la legalidad de la orden de clausura número VO/008/2010-1 emitida, dentro del expediente administrativo número VO/008/2010, de fecha 5 cinco de febrero del año 2010 dos mil diez y de su ejecución efectuada el día 9 nueve de ese mismo mes y año, pues el actor con sus argumentos demostró la ilegalidad de dichos actos ya que, como quedo establecido en supralíneas, no está razonado el porqué una contaminación visual a los ecosistemas, genera la existencia de un riesgo inminente de desequilibrio ecológico o de daño al ambiente, por lo que lo alegado por el autorizado de las demandadas, no surte efecto legal alguno. . . . . . 
SÉPTIMO.- En virtud de que lo planteado en el cuarto concepto de impugnación analizado, resultó fundado, y es suficiente para declarar la nulidad total de los actos impugnados, resulta innecesario el estudio de los restantes conceptos de impugnación, ya que su análisis no afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en los preceptos invocados al principio de este Considerando, más lo establecido en los artículos 249, 287, 298, 299, 300, fracción II y 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 
SEGUNDO.- Se sobresee el presente proceso administrativo, respecto del Director General de Medio Ambiente Sustentable; así como de los actos consistentes en la orden de inspección número VO/008/2010-1, de fecha 22 veintidós de enero del 2010 dos mil diez, emitida por el Director de Regulación y Cumplimiento Ambiental; y, el acta de inspección levantada, el 25 veinticinco de ese mismo mes y año, por el inspector Gilberto Badillo Esparza; por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Quinto de la presente Sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.-  Se decreta la nulidad total de la orden de clausura número VO/008/2010-1 emitida el 5 cinco de febrero del año 2010 dos mil diez, dentro del expediente administrativo número VO/008/2010, por el Director de Regulación y Cumplimiento Ambiental, así como también la nulidad total de la ejecución de la orden efectuada, el día 9 nueve de ese mismo mes y año, por los inspectores Federico Vicente Ávila Ramírez y Daniel García Ávila; de conformidad a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas y en los términos establecidos en el considerando Sexto de esta misma resolución. . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
LA PRESENTE FOJA FORMA PARTE DE LA RESOLUCIÓN EMITIDA EN FECHA 31 TREINTA Y UNO DE ENERO DEL AÑO 2011 DOS MIL ONCE, EN EL PROCESO ADMINISTRATIVO NÚMERO 064/2010-JN.- - - - - - - - - - - - 
